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I.
RESUMEN

1. El 23 de diciembre de 1996 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante también "la Comisión Interamericana", "la Comisión" o "la CIDH") recibió una petición presentada en nombre propio por Alicia Alvarez Trinidad (en adelante también “la peticionaria” o “la presunta víctima”) en la cual se alega la violación por parte de la República del Perú (en adelante también "Perú", "el Estado" o "el Estado peruano") de varios derechos protegidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante también “la Convención Americana”, “la Convención” o la “CADH”). La peticionaria alegó que la Dirección Regional de Educación del departamento de Huánuco le negó de forma arbitraria un pedido de reasignación de plaza de trabajo. Afirmó haber presentado una acción de amparo el 30 de junio de 1995 contra esta decisión, la cual fue desestimada en última instancia por el Tribunal Constitucional. Señaló que la parte considerativa de dicha sentencia le reconoció el derecho de seguir ocupando el cargo de profesora del sector público en la provincia de Ambo, Huánuco. Sin embargo, indicó que la Dirección Regional de Educación dispuso, a través de sanción disciplinaria, el cese de su cargo por el plazo de tres años, lo que considera resultar en un incumplimiento a la sentencia del Tribunal Constitucional.
2. El Estado sostuvo que, contrario a lo afirmado por la peticionaria, la acción de amparo interpuesta el 30 de junio de 1995 fue integralmente desestimada por las autoridades judiciales internas, por lo cual no existiría un supuesto de incumplimiento de sentencia. Arguyó que la presunta víctima no agotó los recursos administrativos y judiciales en torno a la sanción disciplinaria de cese temporario impuesta por la Dirección Regional de Educación de Huánuco. Manifestó que los hechos narrados por la peticionaria no tienden a caracterizar la violación de los derechos convencionales invocados.
3. Tras examinar la posición de las partes, la Comisión concluyó que es competente para conocer la petición pero que la misma es inadmisible en virtud del dispuesto en el artículo 46.1. a) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. La CIDH decidió asimismo notificar el presente Informe de Inadmisibilidad a las partes, hacerlo público e incluirlo en su Informe Anual.  
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. El 23 de diciembre de 1996 se recibió la petición, la cual fue registrada con el número 12.118. La peticionaria envió comunicaciones adicionales el 17 de diciembre de 1997; 24 de abril, 9 de marzo, 13 de mayo, 20 de julio, 13 y 20 de noviembre de 1998 y 8 de marzo de 1999. El 23 de marzo de 1999 la Comisión transmitió al Estado las partes pertinentes de la petición y comunicaciones adicionales, solicitándole la presentación de respuesta en un plazo de tres meses, de conformidad con su Reglamento entonces vigente. 
5. El Estado presentó respuesta el 9 de agosto de 1999, la cual fue trasladada a la peticionaria el 31 de agosto de 1999. El Estado presentó comunicaciones adicionales el 2 de noviembre y 9 de diciembre de 1999; 11 de enero de 2000; 19 de enero y 27 de marzo de 2001; 21 de julio, 8 y 29 de agosto, 2 y 21 de octubre, 13 de noviembre y 6 de diciembre de 2002; 23 de diciembre de 2009; 22 de enero y 22 de febrero de 2010. 
6. A su vez, la peticionaria presentó escritos adicionales el 7 de junio, 16 de agosto y 18 de octubre de 1999; 12 de abril, 20 de marzo, 3 de mayo, 29 de junio y 11 de noviembre de 2000; 9 de enero, 26 de febrero, 2 de marzo, 16 de abril y 16 de julio de 2001; 22 de enero, 12 de febrero, 18 de abril, 10 de julio, 1 de agosto y 5 de septiembre de 2002; 19 de febrero, 5 de septiembre, 30 de septiembre y 7 de octubre de 2003; 7 de mayo, 7 y 13 de julio, 12 y 16 de noviembre de 2004; 12 de abril y 30 de septiembre de 2005; 28 de septiembre de 2006 y 19 de octubre de 2009.   
III.
POSICIÓN DE LAS PARTES

A. Posición de la peticionaria
7. Alegó que entre 1985 y 1995 se desempeñó como profesora del sector público en la provincia de Ambo, departamento de Huánuco. Señaló que desde finales de 1993 solicitó en diferentes oportunidades su reasignación a otra plaza de trabajo por la causal de evacuación por emergencia, lo cual fue desestimado por la Dirección de Educación de Huánuco, Región Andrés Avelino Cáceres, el 10 de agosto de 1994 y el 14 de junio de 1995. 
8. La peticionaria indicó haber interpuesto una acción de amparo el 30 de junio de 1995, alegando violación de sus derechos constitucionales de petición y trabajo. De la narración de los hechos se desprende que esta acción se dirigió a impugnar la negativa de la Dirección Regional de Educación de Huánuco en reasignarle a otra plaza de trabajo, así como el abono de prestaciones presuntamente dejadas de percibir entre los meses de abril y junio de 1995. Según lo alegado, el 12 de julio de 1995 el Segundo Juzgado Especializado en lo Civil de Huánuco admitió la acción de amparo. Esta decisión fue apelada y reformada el 13 de septiembre de 1995 por la Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Huánuco, la cual consideró que la señora Alicia Alvarez Trinidad no había agotado las vías administrativas previas
. 

9. De acuerdo con los documentos adjuntados, el Tribunal Constitucional se avocó el conocimiento de recurso extraordinario de nulidad presentado por la presunta víctima y declaró, el 26 de septiembre de 1997, la improcedencia de la acción de amparo. En lo pertinente, la sentencia del Tribunal Constitucional establece lo siguiente:

Que, de los actuados se establece que a la demandante no se le ha conculcado su derecho de petición, por cuanto la actora presentó su petición requiriendo ser reasignada, la misma que fue sujeta a respuesta por parte de la autoridad competente. Es decir, no se le ha negado el acceso de solicitar y/o pedir a la autoridad correspondiente lo que era oportuno. Por otro lado, tampoco se ha violado su derecho al trabajo pues la actora al momento de interponer la demanda se encontraba laborando en su plaza asignada.
[…]

Que, la actora debe continuar laborando en la plaza al (sic) que esta nombrada y percibir sus remuneraciones conforme a ley, por lo que la autoridad debe cancelar las sumas dejadas de abonar a la actora.
[…] se deja a salvo el derecho de la demandante de solicitar su reasignación conforme lo establecido en la Ley del Profesorado y el Reglamento de Reasignación y Permutas.”
 
10. La peticionaria indicó que el 5 de diciembre de 1995, mientras seguía en curso el proceso de amparo, la Dirección Regional de Educación, Región Andrés Avelino Cáceres, dictó la Resolución Directoral Regional Nº 03515, la cual ordenó el cese por 3 años de su cargo sin goce de remuneraciones. Según lo alegado, la autoridad administrativa consideró que la presunta víctima había incurrido en las siguientes causales de sanción disciplinaria: abandono de cargo, exceso de licencia y ruptura de relaciones humanas con la comunidad en la que laboraba. La peticionaria señaló que estos cargos se fundamentaron en informes y registros de infracciones falsificados por funcionarios de la Dirección Regional de Educación de Huánuco con la intención de perjudicarla.
11. Alegó que la Resolución Regional Nº 03515 nunca le fue notificada y que la Dirección Regional de Educación de Huánuco le negó entregar una copia pese a varias solicitudes realizadas. Indicó que al no contar con una copia de la Resolución Nº 03515 no pudo impugnarla a través de recurso administrativo o judicial. Manifestó que, en todo caso, correspondía a las autoridades judiciales que conocían la acción de amparo interpuesta el 30 de junio de 1995 decidir sobre la legalidad de la referida resolución regional.
12. La peticionaria afirmó que la sentencia del Tribunal Constitucional del 26 de septiembre de 1997 se fundamentó en circunstancias de facto inexistentes sobre su situación laboral, así como en pruebas adulteradas por funcionarios de la Dirección Regional de Educación de Huánuco, Región Andrés Avelino Cáceres. Mencionó que tales  personas, integrantes del Poder Judicial y Ministerio Público así como su abogado “se confabularon y planearon la improcedencia de [la acción de] amparo
.” 
13. Indicó que si bien la legislación peruana contempla el recurso de nulidad de cosa juzgada fraudulenta y otras acciones ordinarias y de amparo para salvaguardar el derecho al debido proceso, “la presentación de estos recursos solo deviene en inútiles ilegales y con resultados negativos, volver a la vía interna (Poder Judicial) con el costo de tasas altas para pagar más costo del proceso más tiempo indefinido más incertidumbre (sic) dan como resultado violación de [sus] Derechos Humanos…
” Afirmó asimismo que la acción de amparo interpuesta el 30 de junio de 1995 fue decidida en un plazo superior al establecido en la legislación interna.
14. La peticionaria alegó que la Dirección Regional de Educación de Huánuco desacató el párrafo considerativo de la sentencia del Tribunal Constitucional concerniente a su derecho a continuar trabajando en la plaza de trabajo a la que estaba nombrada
. Al respecto, adjuntó un documento manuscrito con el título “acta de constatación”, sellado y firmado por un agente de la Policía Nacional del Perú el 11 de diciembre de 1997. Este documento certifica que la señora Alicia Alvarez Trinidad se presentó a las oficinas de la Dirección Regional de Educación de Huánuco el 11 de diciembre de 1997 con la finalidad de requerir el cumplimiento de la parte considerativa de la sentencia del Tribunal Constitucional supra señalada
. La peticionaria indicó que pese a lo anterior, dejó de percibir remuneraciones en abril de 1995 y que desde entonces se encuentra en una precaria situación económica y sin acceso a atención médica. Señaló que en diferentes ocasiones solicitó ser reincorporada como profesora del sector público en el departamento de Huánuco, sin que sus requerimientos fuesen atendidos.  

15. La peticionaria afirmó que otros profesores sometidos a procesos disciplinarios fueron favorecidos judicial y administrativamente a raíz de presuntos vínculos con funcionarios de la Dirección Regional de Educación de Huánuco. Al respecto, alegó la violación del derecho de igualdad ante la ley y de una serie de disposiciones del derecho interno. Sostuvo asimismo que el Estado peruano es responsable por la violación de los derechos a la vida, a la protección de la familia, a las garantías judiciales y protección judicial,  del principio ne bis in idem, al trabajo, a la salud, a la seguridad social entre otros derechos protegidos en instrumentos interamericanos y en la legislación peruana.
16. La CIDH toma nota de que a lo largo del trámite de la presente petición, la señora Alicia Alvarez Trinidad describió hechos y aportó copia de documentos que no guardarían relación con su reclamo inicial. Entre las comunicaciones presentadas por la peticionaria se encuentran recortes de prensa sobre temas variados, incluyendo presuntas irregularidades en la Dirección Regional de Educación de Huánuco e instituciones educativas de dicho departamento; extractos de disposiciones de leyes y de la Constitución Política del Perú; extractos de libros y textos académicos; resoluciones administrativas y judiciales referidas a profesores de escuelas públicas en el departamento de Huánuco, entre otros documentos. Ante la ausencia de alegación concreta sobre la conexión entre esa información y la petición presentada el 23 de diciembre de 1996, la CIDH concluye que aquella ha sido presentada a modo meramente referencial.  

B.
Posición del Estado

17. Afirmó que al momento de presentar la acción de amparo el 30 de junio de 1995 la señora Alicia Alvarez Trinidad se desempeñaba como profesora del Colegio Nacional Integrado de Huaracalla, provincia de Ambo, adscrita a la jurisdicción de la Dirección Regional de Educación de la Región Andrés Avelino Cáceres. Señaló que el propósito de la acción de amparo fue impugnar la negativa de la autoridad administrativa en conferir el traslado de la presunta víctima a otra plaza de trabajo. Indicó que la acción de amparo fue declarada improcedente por el Tribunal Constitucional, el cual concluyó que la peticionaria no fue afectada en sus derechos constitucionales de petición y trabajo. 

18. El Estado arguyó que el considerando de la sentencia del Tribunal Constitucional que declara que la presunta víctima “debe continuar laborando en la plaza al (sic) que esta nombrada”, no constituye un mandato judicial, sino “la declaración objetiva de un derecho, como consecuencia lógica de la improcedencia de su acción de amparo
.” Afirmó que este razonamiento concuerda con el extremo de sentencia que señala el derecho de la peticionaria a postular su reasignación a otra plaza de trabajo en los términos de la legislación correspondiente. En este sentido, el Estado afirmó que no tiene asidero la alegación de la peticionaria según la cual la sentencia del Tribunal Constitucional habría sido desacatada por la Dirección Regional de Educación de Huánuco, máxime cuando su parte resolutiva declaró la improcedencia de la acción de amparo interpuesta el 30 de junio de 1995. 
19. El Estado afirmó que independientemente de la acción de amparo presentada por la señora Alicia Alvarez Trinidad, se encontraba vigente una sanción de cese temporal de funciones por tres años dictada en la Resolución Directoral Regional Nº 03515 de 5 de diciembre de 1995. Destacó que el objeto de la acción de amparo era estrictamente una alegada vulneración del derecho de petición y trabajo a raíz de la negativa de las autoridades administrativas en conferir reasignación de plaza de trabajo a la presunta víctima, y no así la legalidad de la Resolución Directoral Regional Nº 03515 de 5 de diciembre de 1995.
20. El Estado alegó que en escritos presentados a la CIDH la peticionaria reconoció no haber agotado los recursos de la jurisdicción interna respecto de la Resolución Directoral Regional Nº 03515. Indicó que la señora Alicia Alvarez Trinidad tenía a su disposición recursos administrativos, acciones ordinarias y de amparo como medios idóneos para impugnar los efectos de una resolución administrativa adversa a sus intereses. Manifestó que al abstenerse de presentar dichos recursos la presunta víctima permitió la convalidación de la sanción disciplinaria contemplada en la Resolución Directoral Regional Nº 03515 de 5 de diciembre de 1995. 
21. Finalmente, el Estado afirmó que la petición no expone hechos que caractericen una violación a derechos protegidos en la Convención Americana y requirió que la CIDH la declare inadmisible en los términos del artículo 47.b de la Convención Americana. 

IV.
ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A.
Competencia ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae 
de la Comisión

22. La peticionaria se encuentra facultada por el artículo 44 de la Convención para presentar denuncias. La presunta víctima del caso se encontraba bajo la jurisdicción del Estado peruano a la fecha de los hechos aducidos. Por su parte, Perú ratificó la Convención Americana el 28 de julio de 1978. En consecuencia, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición. 

23. La Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte de dicho tratado.

24. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione temporis pues la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos por la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. 

25. Por último, la Comisión tiene competencia ratione materiae para pronunciarse sobre las alegadas vulneraciones a derechos consagrados en la Convención Americana.
B.
Agotamiento de los recursos internos

26. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tengan la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional. El Estado peruano presentó oportunamente la excepción de falta de agotamiento de los recursos internos.
27. Antes de analizar si la presente petición satisface el requisito de agotamiento de los recursos internos, la CIDH considera importante destacar que el reclamo original y comunicaciones adicionales hacen referencia a tres hechos distintos: i) la actuación de las autoridades judiciales peruanas en torno a la acción de amparo presentada por la señora Alicia Alvarez Trinidad el 30 de junio de 1995, ii) el presunto incumplimiento de la sentencia dictada por el Tribunal Constitucional el 26 de septiembre de 1997 sobre la referida acción de amparo, y iii) la aplicación de sanción disciplinaria por la Dirección Regional de Educación de Huánuco a través de la Resolución Directoral No 03515 del 5 de diciembre de 1995, consistente en el cese temporario de la señora Alicia Alvarez Trinidad de su cargo como profesora. 
28. Con relación al primer punto, la peticionaria sostuvo que la resolución de improcedencia de la acción de amparo adoptada por el Tribunal Constitucional el 26 de septiembre de 1997 se fundamentó en documentos adulterados por la parte demandada, la Dirección Regional de Educación de Huánuco. Afirmó asimismo que los magistrados del Tribunal Constitucional actuaron de forma parcializada, y que el procedimiento habría tardado un plazo superior al establecido en la legislación interna.
29. Según indicación expresa de la peticionaria, el ordenamiento jurídico peruano contempla recursos judiciales con miras a subsanar presuntas vulneraciones a las garantías judiciales, los cuales no fueron interpuestos por considerarse que resultarían ineficaces e implicarían un costo excesivo
. La peticionaria no presentó información concreta que indique la ineficacia de dichos recursos y tampoco indicó haber planteado la vulneración de sus garantías judiciales de manera incidental ante los jueces que conocían su acción de amparo. En cuanto a la alegada imposibilidad de presentar recursos judiciales debido al excesivo costo económico, la Comisión ha señalado anteriormente que si bien esta situación puede ser tomada en cuenta, caso por caso, para analizar el cumplimiento del requisito de agotamiento de los recursos internos, corresponde a la peticionaria detallar las circunstancias particulares que imposibilitaron invocar las vías judiciales correspondientes
. 
30. En el caso concreto, la peticionaria se limitó a hacer mención genérica a un presunto costo excesivo en la presentación de acciones ordinarias, de amparo y de nulidad de cosa juzgada fraudulenta, sin detallar las circunstancias particulares que rodearon su situación y los mecanismos intentados para ser relevada de los cobros judiciales u obtener algún tipo de asistencia jurídica gratuita
. Asimismo, según lo informado, la peticionaria contó con la representación de un abogado en el proceso de amparo.
 
31. Con relación al punto ii) señalado en el párrafo 27 supra, la CIDH considera que si bien la presunta víctima agotó la vía judicial correspondiente en cuanto a su pedido inicial de reasignación de plaza de trabajo, el Tribunal Constitucional desestimó su reclamo mediante la resolución de 30 de junio de 1995, por lo cual no existió un proceso de ejecución de sentencia. Por otro lado, la información disponible indica que la peticionaria no presentó otros recursos judiciales respecto a lo que consideraba ser un incumplimiento de sentencia.  
32. Con relación al punto iii) referido en el párrafo 27 supra, el Estado peruano indicó que la peticionaria no interpuso recursos administrativos, acción ordinaria o de amparo, los cuales alegó ser idóneos para impugnar la validez de la Resolución Directoral No. 03515 dictada por la Dirección Regional de Educación de Huánuco el 5 de diciembre de 1995. A su vez, la peticionaria afirmó que dicha resolución administrativa no le fue notificada oportunamente, por lo cual no pudo impugnarla a través de recurso administrativo o judicial alguno. Añadió que los magistrados que conocían la acción de amparo interpuesta el 30 de junio de 1995 debieron pronunciarse sobre la validez de la Resolución Directoral No. 03515. 
33. La peticionaria no presentó información concreta sobre la relación entre la ausencia de notificación de la Resolución No. 03515 y la alegada imposibilidad de impugnar su validez. En todo caso, alegó que al tomar conocimiento de la referida resolución administrativa de sanción disciplinaria, el Tribunal Constitucional debió pronunciarse sobre su validez en el marco del proceso de amparo iniciado el 30 de junio de 1995. 
34. De las alegaciones de las partes, y de las copias de parte del expediente judicial que obra en poder de la CIDH, se desprende que la acción de amparo interpuesta el 30 de junio de 1995 se refiere a una alegada vulneración al derecho constitucional de trabajo y petición en perjuicio de la señora Alicia Alvarez Trinidad en virtud de la negativa de la Dirección Regional de Educación de Huánuco en reasignarle una nueva plaza de trabajo, así como una alegada ausencia de pago de salarios entre abril y junio de 1995. Al momento de emisión de la Resolución Directoral No 03515, el Tribunal Constitucional conocía un recurso extraordinario de nulidad presentado por la señora Alicia Alvarez contra la decisión de la Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Huánuco, adoptada el 13 de septiembre de 1995, en la cual declaró inadmisible la referida acción de amparo. 
35. Aunque la peticionaria indicó haber informado al Tribunal Constitucional sobre la sanción disciplinaria contenida en la Resolución No. 03515, no alegó y tampoco se deduce del expediente que la validez de la misma haya sido planteada a través de un recurso judicial de instancia o extraordinario. Por otro lado, la CIDH considera que la peticionaria no substanció adecuadamente la alegación según la cual sería exigible o incluso posible que el Tribunal Constitucional se pronunciara sobre la Resolución No. 03515 en mérito de una decisión sobre recurso extraordinario de nulidad, cuyo objeto antecede la propia resolución administrativa in casu.  
36. A la luz de las consideraciones anteriores, la Comisión considera que la presunta víctima no agotó los recursos de la jurisdicción interna y, por lo tanto, la petición no cumple con el requisito consagrado en el artículo 46.1.a) de la Convención Americana.
37. La Comisión se abstiene, por sustracción de materia, de examinar los demás requisitos de admisibilidad previstos en la Convención Americana
.

V.
CONCLUSIONES

38. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión considera que la petición es inadmisible de conformidad con el artículo 46.1.a) de la Convención Americana, y en consecuencia,  
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

1. Declarar inadmisible la presente petición conforme al artículo 46.1.a) de la Convención Americana.
2. Notificar esta decisión al Estado y a la peticionaria.

3. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 15 días del mes de marzo de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Primer Vicepresidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez y Rodrigo Escobar Gil, Miembros de la Comisión.
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